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INTRODUCCIÓN

¿Cuáles son los desafíos que enfrenta el Estado en la administración del sector transporte en la sociedad? ¿En qué consiste la obligación de garantizar que los usuarios reciban los servicios con la calidad adecuada, en forma generalizada, no discriminatoria, con la continuidad y la regularidad necesarias y con tarifas que tengan relación con los verdaderos costos de explotación de la actividad? ¿Podemos afirmar que la buena administración del sector transporte contribuye a la gobernabilidad democrática del país y que una buena administración del sector transporte contribuye a lograr una sociedad más justa? ¿En qué medida la buena administración del sector ayuda a construir un estado eficiente para el crecimiento, la equidad y la justicia social?

La inmensa mayoría de los usuarios del transporte público de pasajeros no cuenta con los recursos económicos suficientes para utilizar un medio alternativo que le permita satisfacer sus necesidades de movilidad o de traslado de un lugar a otro, cualquiera sea el motivo del mismo. Esta realidad, por si sola, resulta un argumento contundente para considerar la importancia que tiene este sector y cómo el funcionamiento de un sistema público de transporte influye en la vida cotidiana de las personas de menores recursos. Por otra parte la creciente complejidad de las sociedades modernas exige, la existencia de sistemas de transporte veloces, de alta capacidad, con niveles de seguridad y confort adecuados en el caso del transporte de pasajeros y con adecuado desarrollo de tecnología logística en el caso del transporte de cargas. 

La Comisión Nacional de Regulación del Transporte (CNRT), creada por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 660 de junio de 1996 tiene como función el control y la fiscalización de los operadores de los servicios de transporte automotor y ferroviario de jurisdicción nacional. El Estatuto que le da forma (Decreto Nº 1388/96) le asigna tres objetivos: 1) asegurar una operación adecuada del transporte garantizando seguridad, confiabilidad, igualdad y uso generalizado del mismo; 2) proteger al usuario y 3) promover la competitividad en los mercados de las diferentes modalidades.

Pasados ya diez años de su creación es conveniente hacer un análisis que permita evaluar el grado de alcance de los objetivos propuestos y la influencia que los procesos y políticas administrativas han ejercido en el cumplimiento de los mismos. Independientemente de las fluctuaciones y procesos socioeconómicos sufridos por el país en estos años, subyace una problemática relacionada con el diseño institucional y la falta de una política de independencia y autonomía de los entes reguladores, indispensable para un proceso de control eficiente que tenga como prioridad el servicio a la comunidad.

A continuación analizaremos estos desafíos considerando algunos indicadores con respecto a la gestión que nos permitan hacer una evaluación final acerca de la situación del organismo en lo que respecta a su calidad administrativa.

1. PRIMER DESAFIO: GARANTIZAR SEGURIDAD, CONFIABILIDAD, IGUALDAD Y USO GENERALIZADO (interjurisdiccionalidad)

Según la ley de tránsito 24.449  el servicio de transporte, hace referencia al traslado de personas o cosas realizado con un fin económico directo (producción, guarda o comercialización) o mediando contrato de transporte.

En la República Argentina la ley 12.346 de coordinación del transporte establece en su artículo 3º que las provincias y municipalidades podrán reglamentar el tráfico de pasajeros, encomiendas o cargas en servicios locales cuyos puntos terminales estén situados dentro de su territorio, cualesquiera que sean los caminos que utilice, pero que esas reglamentaciones no podrán afectar los transportes interprovinciales regidos por dicha ley y sus disposiciones reglamentarias. En ningún caso, las empresas de transporte por camino quedarán sujetas a más de una jurisdicción, salvo el derecho que corresponde a las municipalidades para fijar recorridos y reglamentar el tráfico dentro de la zona urbana del municipio. 

Usualmente cuando se habla de transporte se sostiene  a  la jurisdicción “local”, como principio general, pero con las salvedades de competencia nacional cuando se encuentran involucradas cuestiones interprovinciales.
El tema de la interjurisdiccionalidad  es uno de los principales desafíos que enfrenta el estado en la gestión del transporte.

La jurisdicción nacional incluye los servicios de transporte de pasajeros y de cargas que se prestan en o entre las jurisdicciones que se mencionan a continuación:

· En la Ciudad de Buenos Aires, capital de la República (hasta tanto el G.C.A.B.A. no ejerza el control de tales servicios).

·  Entre ésta y los partidos que conforman la Región Metropolitana de Buenos Aires.

· Entre provincias.

· Entre terceros países, en tránsito por la República Argentina. (transporte internacional)

· Entre la República Argentina y otros países. (transporte internacional)

· Ingresando o atravesando territorios declarados de jurisdicción nacional (parques nacionales, puertos, aeropuertos).

Tal como están planteadas las cosas, son los municipios y las provincias los que deben dar respuesta a las cuestiones de transporte local quedando al Estado Nacional la obligación de velar por la intercomunicación entre las distintas jurisdicciones o en los territorios nacionales.

En el caso del transporte ferroviario, la interjurisdiccionalidad está determinada por el tendido de la red ferroviaria, generando así una intervención de la nación en prácticamente la totalidad del servicio.

Asegurar un servicio de transporte público para todo el país que al mismo tiempo no interfiera, ni suplante el desarrollo del transporte de tipo local, y que por otro lado respete las características regionales incluso en el diseño de las trazas de jurisdicción nacional, ha requerido desde siempre la implementación de distintas estrategias de administración. A esta situación se suma el hecho de que si bien la administración central reside en Buenos Aires las empresas de autotransporte automotor bajo la autoridad del estado nacional poseen sus domicilios operativos a lo largo de todo el territorio.

En lo que respecta a esta situación el principal desafío se presenta en la fiscalización y control del transporte automotor.

Una de las primeras respuestas dadas a la problemática planteada fue la descentralización de los sistemas de control y su puesta en marcha data del  año 1994, en forma conjunta con la creación de la Comisión Nacional de Transporte Automotor (CONTA).

Para comprender lo acertado de la medida es necesario considerar no solo el tamaño del sistema sino también el alto grado de atomización empresaria.

Debemos considerar que se trata de un universo compuesto por aproximadamente: 

10.000  vehículos de servicio urbano público y oferta libre

4.000  vehículos de servicio público interurbano

6.500  vehículos de transporte para el turismo

290  vehículos de servicio ejecutivo

500.000  vehículos de transporte de cargas

70.000 conductores de pasajeros

140.000 conductores de cargas

Un sistema con tal grado de atomización requiere del diseño de una compleja estrategia de fiscalización a fin de garantizar el cumplimiento de las normas vigentes.

Asimismo, cabe señalar que los aspectos a fiscalizar involucran características técnicas para la evaluación de las cuales, es necesario poseer una capacitación específica.

Por estas razones existen distintos niveles de descentralización en la fiscalización del sistema. De modo que sin efectuar una enumeración exhaustiva podríamos diferenciar los siguientes:

Nivel 1 : Fiscalización directa 

A) Sobre el vehículo / conductor. A fin de velar por la seguridad en el transporte es necesario garantizar que el vehículo que va a ser utilizado para el servicio de transporte cumpla con los requisitos técnicos establecidos en las normas vigentes y que el conductor que se va a hacer cargo del servicio se encuentre en condiciones físicas y psicológicas adecuadas para efectuar la tarea encomendada.

La evaluación de dichos requisitos debe ser efectuada por un profesional ingeniero o técnico mecánico para el caso de los vehículos y por un médico y un psicólogo en el caso de los conductores. Como resultado del cumplimiento de este requisito se otorga al transportista un certificado que da fe del resultado de la evaluación efectuada.

Dichas verificaciones son efectuadas a través de dos sistemas descentralizados de control: los talleres de verificación técnica de vehículos y las clínicas de evaluación psicofísica.

En septiembre de 1992 fue creada la Consultora Ejecutiva Nacional del Transporte (CENT) como resultado de  un convenio entre la Secretaría de Transporte de la Nación y la Universidad Tecnológica Nacional, siendo su objetivo la implementación de un sistema de Revisión Técnica Vehicular para las unidades afectadas al transporte interjurisdiccional de cargas y pasajeros. De ese convenio participa hoy la CNRT, en su calidad de ente de control y fiscalización del transporte terrestre de jurisdicción nacional. 

El sistema, establecido por Resolución Secretaría de Transporte Nº 417/92, consiste en una red de talleres –en la actualidad aproximadamente 99-  distribuidos en todo el país y equipados adecuadamente para la realización de los controles técnicos de los vehículos.

El  vehículo que luego de superar el procedimiento de revisión técnica, no presenta deficiencias ó  si las mismas no inciden sobre los aspectos de seguridad para circular por la vía Pública, se considera aprobado. Durante el año 2006 se efectuaron 761.641 verificaciones en estos talleres.

Con respecto a los conductores, el único documento que autoriza a conducir un servicio de transporte de jurisdicción nacional es la Licencia Nacional Habilitante, (LNH).
Para que un conductor pueda obtener la Licencia Nacional Habilitante las autoridades nacionales implementaron un sistema descentralizado de clínicas de evaluación psicofísica. 
Dichas clínicas son las encargadas de efectuar los exámenes de aptitud reglamentados por la Resolución de la Secretaría de Transporte de la Nación N°444/99. A la CNRT corresponde auditar el sistema.

Durante el año 2006 se practicaron alrededor de 180.000 exámenes.

En la actualidad, para obtener la licencia es necesario cumplir también con la aprobación de cursos de capacitación, excepto en el caso del transporte de pasajeros de larga distancia y en el caso de conductores de transporte urbano con antigüedad mayor a 10 años en el sistema.

B) Sobre los servicios. Para controlar el cumplimiento de los parámetros operativos aprobados es necesario recurrir a inspecciones en el lugar en donde se prestan los servicios. Estos operativos de fiscalización, que son efectuados por los inspectores de la CNRT, tienen como finalidad constatar aspectos operativos y de seguridad, como por ejemplo frecuencia de los servicios, desvíos de recorridos, paradas, violación de las modalidades, etc.

En el ámbito ferroviario se procede de igual modo en la fiscalización del cumplimiento de los parámetros establecidos en los Contratos de Concesión.

Nivel 2: Control de la documentación.

El control de la documentación cumple la función de fiscalización indirecta sobre los servicios. El poseer al día y en regla la documentación de porte obligatorio, acredita el cumplimiento de los controles directos arriba mencionados. También permite la realización de otro tipo de controles como ser el cumplimiento de las obligaciones en materia de contratación de seguros, la correcta inscripción de las empresas y la información económica, financiera y operativa de las mismas. El conocimiento y la evaluación adecuada de esta información por parte del organismo de control resulta un elemento fundamental para cualquier tipo de análisis sectorial, como así también para cualquier decisión que se quiera implementar. 

En el caso del transporte automotor, los controles de documentación en ruta son efectuados tanto por inspectores de la CNRT como por personal de los organismos con los cuales la CNRT tiene firmados convenios de fiscalización.

Para resolver la cuestión de la fiscalización directa de los servicios en todo el país, la entonces CONTA, luego CNRT, estableció convenios de fiscalización con las estructuras ya existentes en el territorio: Gendarmería Nacional, Prefectura Naval, Policía Aeronáutica y en algunos casos Direcciones Provinciales de Transporte. 

Los convenios, al igual que el sistema de clínicas y talleres, tenían como finalidad llegar con la fiscalización a todo el territorio, sin necesidad de sobredimensionar la estructura ni mantener infraestructura administrativa fuera de la sede central.

Nivel 3: Auditorías 

La descentralización de los controles exige la implementación de auditorías de los sistemas en los que se ha delegado el control. En tal sentido la Gerencia de Control Técnico  de la CNRT, por ejemplo, audita el sistema de talleres de inspección técnica vehicular y las clínicas de evaluación psicofísica.

Las auditorías de dichos sistemas son efectuadas por profesionales especializados en las distintas materias. 

Una vez que se han establecido normas estandarizadas de procedimiento, la auditoría constituye una metodología de control ágil y efectiva para la fiscalización de universos extensos y complejos.

Hasta aquí la descripción de la lógica interna del sistema, un sistema que requiere ser perfeccionado pero que puede funcionar con determinadas condiciones. La más importante es que exista una firme decisión política de impulsar y sostener el control. Para ello es imprescindible contar con un organismo de regulación y control profesionalizado, con personal altamente capacitado y con la tecnología adecuada para aplicar modernas técnicas de efectivizar los controles.

Estrategias superpuestas

A partir del año 2001, la CNRT genera una nueva estrategia de descentralización con  la creación de delegaciones regionales, que en aquel momento  fueron 7 y que hoy alcanzan unas 17.

La ampliación de la estructura fue justificada con la necesidad de descentralizar los trámites administrativos, tener mayor llegada al usuario y mejorar los procesos de fiscalización.

El objetivo de las Delegaciones Regionales que venía de la mano de una fuerte actualización informática del organismo a fin de permitir una real descentralización administrativa, quedó totalmente distorsionado, convirtiéndose en un instrumento de negociación política con los gobiernos provinciales.

La actualización informática, indispensable para un esquema de estas características, no se produjo ni tampoco hoy se cuenta con un proyecto para ese fin. En tanto se continuó con la apertura de nuevas delegaciones regionales con la lógica de tener presencia en todas las provincias y sin una adecuada planificación basada en una eficiente política para el control.

No existiendo la posibilidad técnica de descentralizar los trámites, los objetivos relativos a la protección del usuario y a la mejor atención de los operadores quedaron relegados a segundo plano, convirtiéndose las delegaciones regionales en meros focos de fiscalización regional, tarea que hasta el momento era cumplida con éxito por la Gendarmería Nacional, que por otra parte continúa desarrollándola, muchas veces teniendo que negociar “espacios” con la CNRT, al mismo tiempo que funciona como “policía adicional” de los operativos de los inspectores propios.

La falta de definición de una clara política de fiscalización y de descentralización operativa llevó a que en la actualidad nos encontremos con un claro caso de superposición de funciones y de crecimiento injustificado de la estructura administrativa.

Paralelamente, el organismo que no destina fondos para la capacitación del personal que presta servicios en la sede central, tampoco lo hace con los agentes que desarrollan actividades en el interior del país, ni con el personal de Gendarmería y demás convenios. 

Auditorías insuficientes

Tal como explicamos más arriba, el éxito del sistema de fiscalización del transporte automotor se basa en que las funciones descentralizadas en organismos cuya estructura de base permitiera una llegada a todo el territorio fueran debidamente auditadas por la administración central.

Sin embargo una vez el sistema funcionando, los fondos ingresados gracias al mismo rara vez se destinan a generar auditorías de calidad. En la actualidad el sistema completo de evaluación psicofísica se audita a través de 5 agentes, siendo escasas las acciones destinadas a auditar el sistema y reduciendo su accionar a la gestión administrativa del mismo. 

Algo similar sucede con respecto al sistema de talleres, debido a que las acciones de fiscalización del organismo se orientan a la verificación de la documentación (nivel 2) y escasamente a comprobaciones de tipo técnico de los vehículos. A su vez, si bien en este caso la UTN realiza acciones de auditoría de sus propios talleres, cabe señalar que los agentes de la CNRT destinados a auditar el sistema de talleres no superan los 6 (seis). 

Una de las situaciones que se evidencian con más fuerza es la falta de capacitación del personal que podría asignarse a funciones de fiscalización. El cuerpo de inspectores de la CNRT, que asciende a unos 170 si incluimos los que se encuentran en las delegaciones regionales, ha recibido un solo curso de capacitación de tipo introductorio y alguna capacitación destinada a la lectura de tacógrafos. Si sumamos a este hecho que, desde que está intervenido el organismo, el ingreso de personal se realizó en su inmensa mayoría sin un proceso previo de selección de conocimientos y aptitudes, nos encontramos con la necesidad de brindar no solo capacitación sino también formación básica para una gran cantidad de agentes.

Esto se agrava con la falta de manuales de procedimientos y de instrucciones precisas acerca del accionar en las situaciones de incumplimiento. Así, fácilmente se  deriva en decisiones discrecionales según las órdenes impartidas en el momento. 

2. SEGUNDO DESAFIO: PROMOVER LA COMPETITIVIDAD DE LOS MERCADOS DE LAS DIFERENTES MODALIDADES

Uno de los objetivos planteados desde la década del 90 junto con la idea de descentralización y desregulación económica fue el de promover la competitividad de los mercados. Es decir generar empresas autónomas, con capacidad de gestión, de innovación y crecimiento, capaces de interactuar en el escenario político y económico del país desarrollándose desde el punto de vista tecnológico y aportando soluciones y mejoras al sector.

En un trabajo anterior hicimos algunas reflexiones respecto a aspectos positivos logrados con la desregulación en el sector y también señalamos la falta de decisión política para evitar o atemperar los aspectos negativos. Y una de las principales críticas que realizamos a los funcionarios responsables fue que, pasados los años no se contaba con una idea clara de los resultados de dichas políticas.

La historia de la administración de los servicios públicos en la argentina, fuertemente marcada por un proteccionismo e intervencionismo de parte del estado, fue y sigue siendo muy difícil de desarraigar no solo de la mentalidad empresaria que sigue esperando soluciones de parte del Estado sino también de parte de los funcionarios que siguen considerando como “propios” los asuntos de las empresas.

Los subsidios como “última y única solución” planteada a la crisis del 2001, evidencian esta postura, que se encuentra fuertemente acompañada de una falta total de desarrollo tecnológico y de capacitación para la resolución de los problemas tanto en el estado administrador como en las empresas operadoras.

Brillan por su ausencia los programas destinados al mejoramiento de la calidad de gestión, al desarrollo de los sistemas informáticos, a la capacitación del personal. Ni siquiera mencionar el intercambio con otros países, inclusive los del MERCOSUR. 

Lamentablemente es muy poco lo que se puede decir con respecto a este “desafío” desde el punto de vista de la gestión administrativa porque las acciones tendientes a crecer en este sentido han sido prácticamente nulas en estos últimos 10 años.

Uno de los indicadores más evidentes es la desidia absoluta con respecto al desarrollo de sistemas informáticos para el sector. Se podría decir que las posibilidades en este terreno permanecen aún inexploradas, mientras la CNRT sigue trabajando con sistemas que datan de los años 93-94, con una capacidad cada vez menor de interacción con los sistemas desarrollados por otros organismos públicos del estado nacional, como A.F.I.P.o A.N.S.E.S.S.

3. TERCER DESAFIO: PROTEGER AL USUARIO

Llegados a esta altura es fácil concluir que no se ha podido garantizar la seguridad y confiabilidad de los servicios y no se ha mejorado la calidad de la operación empresaria, por tanto,  lejos estamos de una real protección al usuario del sistema.

Los últimos sucesos relacionados con el mal funcionamiento del servicio ferroviario dan cuenta del fracaso total de la gestión en lo que a protección del usuario se refiere, y afectan seriamente a la gobernabilidad que es uno de los temas que nos convoca en este congreso.

En los últimos años la frecuencia de los servicios ha disminuido y el parque ferroviario y su infraestructura prácticamente no ha mejorado.

En cuanto al transporte automotor el crecimiento de los problemas de tránsito que, por otra parte deben ser solucionados por otros entes, muchas veces de carácter local, imposibilitan el desarrollo de mejoras en la prestación de servicios. A este nivel la interacción necesaria para dar respuesta a estas cuestiones es prácticamente nula.

Las quejas de los usuarios referidas a estas cuestiones tienen mayoritariamente, como es de suponer, respuestas de forma, en atención a que el estado no está generando soluciones reales a ninguno de los problemas planteados.

Como la mayoría de los entes reguladores y de control creados en los 90 , también la CNRT tiene un teléfono gratuito de atención de reclamos. Desde hace 10 años el mismo se encuentra subdimensionado recibiendo un promedio de 10.000 llamadas por mes, atendidas por solamente tres puestos de operación. De manera que el único canal establecido por la CNRT con el usuario es también deficitario, porque tampoco acá se cuenta con un estudio serio que permita establecer sus reales necesidades. Menos aún en lo que respecta a un medio interactivo que brinde información adecuada y actualizada. La publicidad de tipo gráfico, dirigida al usuario y al transportista es prácticamente inexistente si la evaluamos en relación a las dimensiones y alcance del sistema. Estamos en presencia de un organismo que no puede comunicarse ni puede dar respuesta a las demandas de la sociedad. 

Para completar el cuadro cabe agregar que los datos obtenidos a través de los distintos modos de comunicación con el usuario no influyen en la determinación de las políticas de transporte. Un claro ejemplo de ello es la situación actual desatada por el Decreto Nº 38/2004 que establece el otorgamiento de pasajes destinados a todo tipo de actividad a cualquier persona que presente un certificado de discapacidad. Situación que ha generado serios problemas para acceder al beneficio por parte de aquellos que verdaderamente lo necesitan por razones médicas o de rehabilitación. 

4. CNRT Y GOBERNABILIDAD . 

A esta altura y para completar el cuadro de situación, es conveniente identificar alguno de los aspectos que, a nuestro juicio, deberían ser considerados si se desea asegurar la gobernabilidad en el sector transporte a través de un organismo que cumpla efectivamente con los objetivos encomendados:

1. DEBILIDAD INSTITUCIONAL DEL ORGANISMO. A nuestro entender, esta es la principal falencia que presenta el organismo de control. Un sector de alto impacto en la sociedad como es el transporte necesita un organismo de control que tenga la suficiente fortaleza institucional para encarar la gobernabilidad del mismo.  Todo el esfuerzo técnico y profesional que se realiza para el control queda deslucido cuando el organismo está sometido al poder político en cuanto a la designación de autoridades y la toma de decisiones. La CNRT está en estado transitorio de intervención desde hace seis años en los que se han sucedido seis Interventores, produciendo sucesivos cambios en los niveles gerenciales. A esto se suma la falta de criterios técnicos y profesionales en la selección de los cargos directivos, agregando a la inestabilidad institucional la falta de credibilidad desde el punto de vista profesional.
2.  ESTRUCTURA: doce años después, la estructura real del organismo no guarda relación con la establecida en el Estatuto. Por otro lado el  diseño institucional actual, si se lo puede llamar tal, no se ha desarrollado a partir de los objetivos sino de una anárquica demanda de personal de los gerentes y jefes de áreas y de la incorporación de personal para cumplir con “compromisos políticos” del Interventor de turno. Es imprescindible contar con una estructura real en la que primen los criterios de eficacia y de eficiencia considerando los objetivos que tiene el organismo.

3. PRESUPUESTO: el tema presupuestario daría para un trabajo especial, pero no podemos dejar de señalar algunos aspectos. En trabajos anteriores se hizo una descripción de cómo fue disminuyendo el presupuesto a lo largo de los sucesivos ejercicios económicos. Si bien esta tendencia se modificó en los últimos tiempos, aun no se cuenta con los recursos necesarios para hacer frente a las necesidades que tiene la CNRT como organismo de control. Esta es otra demostración de la ya mencionada falta de decisión política para mejorar el control del transporte. Actualmente los recursos que financian al organismo provienen básicamente del transporte por automotor de pasajeros. Ni el transporte ferroviario ni el transporte por automotor de cargas contribuyen para el sostenimiento del organismo de control; esto se relaciona con lo que más adelante se mencionó respecto de las políticas sectoriales. Podemos afirmar sin temor a equivocarnos que no existe un estudio serio que avale la exención de la tasa de fiscalización del transporte para las empresas que realizan transporte de cargas como tampoco para las empresas que realizan transporte ferroviario. Así tenemos un organismo que no cuenta con los recursos necesarios para poder dar respuesta a los objetivos que tiene fijados. 

4. POLÍTICA DE PERSONAL: en estos años la política de personal ha sido prácticamente inexistente. Concursos, carrera, evaluación e idoneidad técnica del personal, capacitación, incentivos, son temas que no han recibido ningún tipo de tratamiento sistemático. Resulta imprescindible trabajar seriamente en estos temas y obligar a las autoridades a terminar con el ingreso indiscriminado de personal que no siempre cuenta con la capacitación adecuada. 

5. ACTUALIZACIÓN INFORMÁTICA: en la época actual un organismo que no ha actualizado sus sistemas en diez años, queda indiscutiblemente fuera de lo que podría considerarse un esquema de eficiencia en la administración pública y se incomunica con respecto al resto de los demás entes gubernamentales. Esta situación incide directamente en la calidad de atención a los usuarios y transportistas pero también en la gestión interna del organismo y la calidad de su accionar.

5. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

Como síntesis conclusiva queremos resaltar que lograr un adecuado control y fiscalización del transporte es una meta posible y necesaria y que no requiere de grandes estructuras ni enormes presupuestos.

Las falencias actuales del organismo que hemos analizado son fácilmente identificables y requieren para su solución de una decisión política clara que dé prioridad a los aspectos técnicos y profesionales en un organismo que debe ser el sustento operativo para la puesta en marcha de políticas de transporte adecuadas a los requerimientos de la sociedad.  

Se requieren para ello tres compromisos:

El del Estado Nacional en la adopción de una firme decisión política de impulsar y sostener el control a través de un organismo dotado de los elementos técnicos y profesionales adecuados y necesarios para hacer efectiva esta decisión. 

El del Sector Empresario en su reclamo por una mejora técnica y profesional que permita no solamente “salir del paso” sino dar soluciones duraderas, fundadas, que apunten al largo plazo y a su sustentabilidad económica.

El de la Comunidad en su conjunto, para exigir  en primer término la necesidad de contar con organismos de regulación y control profesionalizados, con funcionarios elegidos por su idoneidad, honestidad y experiencia, con estructuras independientes de los vaivenes políticos,  dotados de los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento y que comuniquen con transparencia los resultados de su gestión.

Curriculum

Santiago A. Benítez. Contador Público (UBA). Especialista en Regulación de Servicios Públicos (Universidad Austral). Desde 1994 integra la Comisión Nacional de Regulación del Transporte (Ex-CoNTA) habiéndose desempeñado hasta la fecha como responsable del Area Económica Financiera de la Gerencia de Control Técnico. Desde el año 2001 es Delegado Sindical por UPCN, siendo actualmente Secretario General de la Filial CNRT e integrante de la Comisión Directiva de UPCN - Seccional Capital Federal y Empleados Públicos Nacionales. Ha presentado ponencias sobre la temática del transporte en los Congresos de Administración Pública realizados en la ciudad de Rosario (año 2001) y en la ciudad de Tucumán (año 2005).
Marta B. Bendomir. Licenciada en Ciencias de la Educación (UBA). Desde 1994 integra la Comisión Nacional de Regulación del Transporte (Ex-CoNTA) habiéndose desempeñado hasta la fecha en las áreas de atención al usuario, prensa, capacitación, transporte urbano de pasajeros, y transporte internacional de cargas. Participó como Delegada Argentina en distintas reuniones internacionales y del MERCOSUR. Es Delegada Sindical por UPCN desde el año 2005. En la actualidad se desempeña como Coordinadora de Atención al Público.
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